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DERECHO DE PETICIÓN / RELIQUIDACIÓN PENSIONAL / RESPUESTA NO SE PUSO EN CONOCIMIENTO. “El Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, mediante resolución 347872 de 22 de noviembre de 2016, decidió no acceder a la reliquidación pensional solicitada (…) No se acreditó que el citado acto administrativo haya sido notificado a la parte actora y si bien existe un oficio por medio del cual se requiere a la demandante para que comparezca a Colpensiones a surtir ese trámite, se dejó de aportar constancia sobre su envío. Acreditan esas pruebas que la entidad demandada expidió el acto administrativo por medio del cual negó la reliquidación pensional solicitada por el demandante, empero, no se demostró que su contenido haya sido puesto en conocimiento de la demandante. Así entonces, como el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones dejó de proceder en la forma indicada en la jurisprudencia arriba transcrita, específicamente al haber omitido comunicar a la actora sobre la decisión adoptada, se vulneró el derecho de petición invocado. En consecuencia, se confirmará la sentencia impugnada que así lo declaró.”.
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Acta No. 094 de 27 de febrero de 2017

Expediente No. 66001-31-10-003-2016-00804-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, el 12 de diciembre último, en la acción de tutela que en contra de esa administradora de pensiones instauró la señora María Hermelina Villada Castaño, por intermedio de apoderado.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la demandante que por escrito recibido el 5 de septiembre de 2016, se solicitó a Colpensiones reliquidar su pensión de vejez, teniendo en cuenta los factores salariales devengados en el último año de cotización, de conformidad con la Ley 33 de 1985. A la fecha y luego de transcurridos más de dos meses, no han obtenido respuesta.
2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada responder la solicitud elevada.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 25 de noviembre del año pasado se admitió la demanda contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones.
2. La Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de Colpensiones se pronunció para manifestar que mediante Resolución GNR 347872 de 22 de noviembre de 2016, se resolvió de fondo la solicitud elevada por la accionante el 5 de septiembre anterior, acto administrativo que a la fecha se encuentra pendiente de notificación. Solicita se declare improcedente el amparo por hecho superado.
3. Mediante sentencia de 12 de diciembre último la señora Jueza Tercera de Familia concedió el amparo solicitado y ordenó al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, notificar, si aún no lo había hecho, la respuesta a la petición presentada por la demandante el 5 de septiembre de 2016.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que si bien la entidad accionada profirió acto administrativo por medio del cual resolvió de fondo la solicitud elevada, este no ha sido notificado a la parte demandante, de conformidad con lo informado por el asistente del apoderado judicial de la actora. Así entonces Colpensiones le vulneró su derecho de petición, pues a pesar de transcurrir más de tres meses desde la presentación de la reclamación, la respuesta emitida aún no ha sido puesta en conocimiento de la accionante.  
4. Inconforme con el fallo, la Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de Colpensiones, lo impugnó y lo hizo con sustento en los mismos argumentos formulados en la contestación de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular la accionante, al no dar respuesta a la solicitud presentada el 5 de septiembre de 2016; además, si se está frente a un hecho superado.

3. El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5. Las pruebas incorporadas al expediente acreditan los siguientes hechos:
5.1 El 5 de septiembre de 2016 la accionante, por medio de apoderado, elevó ante Colpensiones solicitud para que se reliquidara su pensión de vejez, con base en el promedio de todos los factores salariales devengados en el último año de cotización, de acuerdo con la Ley 33 de 1985
.

5.2 El Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, mediante resolución 347872 de 22 de noviembre de 2016, decidió no acceder a la reliquidación pensional solicitada porque para el caso de la accionante, el ingreso base de liquidación a aplicar, tomando como referencia que este no se encuentra sometido al régimen de transición, es el que resulta del promedio de ingresos de los últimos diez años de cotización, tal como lo prevé el artículo 36 de la Ley 100 de 1993
.

5.3 No se acreditó que el citado acto administrativo haya sido notificado a la parte actora y si bien existe un oficio por medio del cual se requiere a la demandante para que comparezca a Colpensiones a surtir ese trámite
, se dejó de aportar constancia sobre su envío.
6. Acreditan esas pruebas que la entidad demandada expidió el acto administrativo por medio del cual negó la reliquidación pensional solicitada por el demandante, empero, no se demostró que su contenido haya sido puesto en conocimiento de la demandante.

7. Así entonces, como el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones dejó de proceder en la forma indicada en la jurisprudencia arriba transcrita, específicamente al haber omitido comunicar a la actora sobre la decisión adoptada, se vulneró el derecho de petición invocado.  
En consecuencia, se confirmará la sentencia impugnada que así lo declaró.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 12 de diciembre de 2016, en la acción de tutela promovida por la señora María Hermelina Villada Castaño contra Colpensiones.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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